Información para el Relator Especial sobre la Cuestión de la Tortura de las Naciones Unidas sobre el seguimiento de las Recomendaciones al Estado español tras su visita en octubre de 2003.

1.- Recomendación a): Las más altas autoridades, en particular los responsables de la seguridad nacional y el cumplimiento de la ley, deberían reafirmar y declarar oficial y públicamente que la tortura y los tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes están prohibidos en todas las circunstancias y que las denuncias de la práctica de la tortura en todas sus formas se investigará con prontitud y a conciencia.

El 17 de mayo de 2005, El Congreso de los Diputados aprobó amplía mayoría (307 votos a favor, 1 en contra y 1 abstención) una moción (
) por la que se instó al Gobierno para que pusiese en marcha medidas contra la impunidad que garanticen la protección de los derechos humanos en cárceles y otros centros de detención, como la grabación en vídeo de los detenidos durante el periodo de incomunicación, o la presencia de médicos y profesionales que garanticen que esos malos tratos no se producen.
Igualmente, con motivo de la muerte de Juan Martínez Galdeano en el Cuartel de la Guardia Civil de Roquetas el 24 de julio de 2005, la Vicepresidenta del Gobierno, Mª Teresa Fernández de la Vega,  manifestó que el Ejecutivo "llegará hasta el final" y que el Gobierno "tomará las decisiones oportunas".

Sin embargo, frente a estas manifestaciones, altos responsables políticos y policiales (tanto estatales como locales) siguen minimizando la práctica de la tortura y/o malos tratos o tratos degradantes (
), cuando no apoyando públicamente a los agentes y funcionarios denunciados por estas prácticas (
), incluso cuando están inculpados en procedimientos judiciales, al tiempo que se produce una sistemática descalificación de aquellos que han denunciado haber sido torturados. (
)

De la misma forma, siguen produciéndose casos de promoción profesional de funcionarios condenados en firme por agresiones a ciudadanos cuando se encontraban detenidos, o se solicita su indulto por parte de las autoridades (
).

2.- Recomendación b): Teniendo en cuenta las recomendaciones de los mecanismos internacionales de supervisión, el Gobierno debería elaborar un plan general para impedir y suprimir la tortura y otras formas de tratos o castigos crueles, inhumanos o degradantes.

Sigue sin elaborarse un plan general alguno para impedir y suprimir la tortura. 

El protocolo para la asistencia a personas detenidas en régimen de incomunicación que el Gobierno Vasco puso en marcha para las actuaciones de la Ertzaintza no ha impedido la existencia de nuevas denuncias contra agentes de este cuerpo desde su puesta en marcha. No existiendo modificaciones en cuanto a su funcionamiento desde el último informe del Relator Especial para la cuestión de la Tortura.

Por otra parte, a raíz de la muerte de una persona enferma en el momento de ser detenida por agentes de los Mossos d´Esquadra, el 20 de octubre de 2004 en la localidad barcelonesa de Santa Susana, La Generalitat de Catalunya preparó un protocolo para determinar la actuación de los Mossos en la atención a enfermos mentales. Sin embargo, y pese a limitarse a un único supuesto de intervención policial, no hay constancia de su puesta en vigor 

En cuanto al Régimen FIES (Fichero de Internos en Especial Seguimiento) (
) sigue en vigor después de que el recurso interpuesto ante la Audiencia Nacional, por organizaciones pertenecientes a la Coordinadora de Solidaridad con las Personas Presas, fuese desestimado. La sentencia que desestima este recurso ha sido recurrida, en casación, ante el Tribunal Supremo.

El Gobierno español firmó, en abril de 2005, el Protocolo Facultativo a la Convención contra la Tortura de las Naciones Unidas y se ha anunciado que próximamente, pero sin especificar fechas, se ratificará por el Parlamento (
).

Varias organizaciones de Derechos Humanos han solicitado públicamente la creación de Comités Locales para la Prevención de la tortura, incluso antes de la ratificación y entrada en vigor del Protocolo Facultativo. Desde el Gobierno no se ha dado contestación alguna a estas peticiones.

Recientemente diversos medios de comunicación (
) han anunciado una modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de incomunicación. Según la información a la que se ha tenido acceso estas modificaciones no van encaminadas a la supresión de la incomunicación, sino que deberían limitar su aplicación, pasando de ser la norma la incomunicación en los casos de personas detenidas bajo la legislación antiterrorista a constituir una ‘excepción’. Se debe considerar que la propia aplicación de la incomunicación en sí misma es excepcional, por lo que esta modificación no supondría ninguna novedad en la práctica. Sin embargo ante la reacción de determinados sectores dichas reformas podrían quedar paralizadas. En definitiva, en este aspecto, únicamente se han producido rumores o globos sonda, pero ningún paso en firme.
3.- Recomendación c): Como la detención incomunicada crea condiciones que facilitan la perpetración de la tortura y puede en sí constituir una forma de trato cruel, inhumano o degradante o incluso de tortura, el régimen de incomunicación se debería suprimir.

Lejos de avanzar hacía la desaparición de la incomunicación, a legislación española prevé la posibilidad para mantener la incomunicación de una persona detenida por terrorismo hasta 13 día (cinco días en dependencias policiales y otros ocho más en prisión). 

De forma sistemática, las personas detenidas en aplicación de las medidas antiterroristas son incomunicadas a petición de las fuerzas policiales que procedieron a la detención. En muchas ocasiones, la incomunicación ha alcanzado el límite legal de cinco días en las dependencias policiales casos, antes de la puesta a disposición del detenido, y, en varios casos, la situación de incomunicación se ha mantenido posteriormente en los centros penitenciarios. En el presente año de 2005, como en años anteriores, han sido numerosas las denuncias de tortura y malos tratos a personas incomunicadas en aplicación de esta legislación.
4.- Recomendación d): Se debería garantizar con rapidez y eficacia a todas las personas detenidas por las fuerzas de seguridad: a) el derecho de acceso a un abogado, incluido el derecho a consultar al abogado en privado; b) el derecho a ser examinado por un médico de su elección, en la inteligencia de que ese examen podría hacerse en presencia de un médico forense designado por el Estado; y c) el derecho a informar a sus familiares del hecho y del lugar de su detención.

Sigue sin garantizarse estos derechos.

Las personas detenidas bajo la acusación de delitos de ‘terrorismo’ continúan sin poder ser asistidas por letrado de su elección, sino por un abogado del turno de oficio. 

En este aspecto, la única modificación efectuada es la posibilidad de acceso de los abogados al turno especial que regula la asistencia de abogados de oficio a personas detenidas por delitos de ‘terrorismo’. Dicho acceso (que antes correspondía a un denominado "Turno de Asistencia Residual”, sin especialización penal y del que se desconoce la forma de acceso al mismo) ahora se realiza con la única limitación de asistir a un cursillo impartido por Fiscales de la Audiencia Nacional. Por lo demás sigue en pleno vigor el informe remitido por la Asociación Libre de Abogado de Madrid al Comité Para la Prevención de la Tortura del Consejo de Europa en mayo de 2003 (
).

En cuanto a la asistencia concreta de la asistencia letrada a personas detenidas, los letrados, tanto de oficio como de designación particular son considerados, en la práctica, como simples “Convidados de piedra”. En numerosas ocasiones se impide la conversación privada del letrado con su cliente antes de la declaración, en ocasiones esta situación se da incluso en dependencias judiciales, y solamente se permite una vez que el detenido ha prestado declaración.

Se han producido casos de abogados denunciados por los agentes policiales ante los correspondientes Colegios de Abogados, en ocasiones incluso ante los Tribunales por vía penal, por haber aconsejado a su cliente durante la declaración en las dependencias policiales (por ejemplo, recordándole el derecho a no declarar o protestando ante preguntas capciosas o poco claras…) Igualmente se han producido casos de amenazas, por parte de los propios jueces que estaban interrogando a un detenido, a los abogados defensores ante la protesta de estos por el trato recibido por su cliente o la negativa del juez a recoger las manifestaciones del detenido (por ejemplo, denunciando haber sido objeto de malos tratos en las dependencias policiales o el momento de la detención).

El reconocimiento de la persona detenido por un médico particular de su elección, si bien raramente solicitado en los tribunales españoles, es sistemáticamente rechazado, tanto en el caso de personas sobre las que se ha decretado su aislamiento como respecto de aquellas otras a las que nunca se decretó el aislamiento.

Igualmente siguen siendo deficientes, muchas veces por falta de medios materiales, los informes emitidos por los médicos forenses estatales, tras el reconocimiento del detenido (
) y que en muchas ocasiones han determinado un fallo absolutorio para los funcionarios acusados (
).

5.- Recomendación e): Todo interrogatorio debería comenzar con la identificación de las personas presentes. Los interrogatorios deberían ser grabados, preferentemente en cinta de vídeo, y en la grabación se debería incluir se debería incluir la identidad de todos los presentes. A este respecto, se debería prohibir expresamente cubrir los ojos con vendas o la cabeza con capucha.

No ha habido modificación en este punto, y las propuestas efectuadas en este sentido por algunas organizaciones son rechazadas por algunos sindicatos policiales alegando razones de seguridad.

Por otra parte, diversas causas por torturas y/o malos tratos contra funcionarios públicos han sido, finalmente archivadas, al haberse ‘extraviado’ o ‘regrabado’ las cintas en las que pudieran haberse recogido las agresiones denunciadas (
). 

Respecto a la práctica de cubrir la cabeza del detenido o taparle los ojos, siguen recibiéndose testimonios de personas detenidas a las que se les obliga a mantener la cabeza baja, en posiciones dolorosas, al tiempo que son amenazados con ser golpeados si levantan la cabeza y miran al agente que le custodian o interrogan. Estas denuncias se refieren a interrogatorios que sufren sin asistencia letrada interrogatorios, distintos a los formales, en los cuales se extenderá y firmará el acta, y en los cuales si está presente un letrado de oficio. 

6.- Recomendación f): Las denuncias e informes de tortura y malos tratos deberían ser investigados con prontitud y eficacia. Se deberían tomar medidas legales contra los funcionarios públicos implicados, que deberían ser suspendidos de sus funciones hasta conocerse el resultado de las investigaciones y de las diligencias jurídicas o disciplinarias posteriores. Las investigaciones se deberían llevar a cabo con independencia de los presuntos autores y de la organización a la que sirven. Las investigaciones se deberían realizar de conformidad con los Principios relativos a la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, adoptados por la Asamblea general en su resolución 55/89.

No se cumplen estas recomendaciones.

Pueden transcurrir varios meses, en ocasiones más de un año, entre el momento en que se formula una denuncia por torturas y el Juzgado comienza la investigación y toma declaración al denunciante (
) y ordena su reconocimiento por un médico forense. Si la causa no es archivada rápidamente, tardarán varios años hasta la celebración del juicio contra los agentes (
), y varios más hasta que sentencia sea firme (
) y pueda ejecutarse.

No es habitual la aplicación de medidas cautelares contra los funcionarios imputados por tortura y/o malos tratos (
). Las autoridades correspondientes aducen el derecho a la presunción de inocencia de los denunciados, que sólo excepcionalmente (en casos que han generado alarma social como en el conocido como ‘caso Roquetas’) son apartados del servicio, y, en estos casos, dada la laga duración de la investigación judicial, los agentes se reincorporan a su destino poco después (
). 

En ocasiones son los tribunales de Justicia quienes ordenan la reincorporación de los funcionarios anulando la resolución administrativa por la que se aparta del servicio a los funcionarios denunciados (
), incluso cuando esta separación se debe a una sentencia firme (
).

La investigación de las agresiones denunciadas son encomendadas, en numerosas ocasiones, a los propios agresores o a funcionarios del mismo cuerpo (
). Es habitual que la investigación judicial quede paralizada hasta recibir un informe del Cuerpo Policial o institución a la que pertenecen los agentes, que en ocasiones es interesado directamente por el juez instructor. 

7.- Recomendación g): Se debería aplicar con prontitud y eficacia las disposiciones legales destinadas a asegurar a las víctimas de la tortura o de los malos tratos el remedio o reparación adecuados, incluida la rehabilitación, la indemnización, la satisfacción  y las garantías de no repetición.

No se cumple estas recomendaciones.

Como ya se indicó anteriormente, las víctimas de la tortura o malos tratos en el Estado español son, casi en la totalidad de los casos, objeto de una contradenuncia por parte de los funcionarios. Esta denuncia  de los funcionarios da lugar a peticiones de altas penas de cárcel contra los denunciantes de tortura y/o malos tratos por parte del Fiscal. Petición fiscal que es retirada, o rebajada sustancialmente por el Ministerio Público, cuando los ciudadanos retiran, a su vez, la denuncia contra los funcionarios ante la amenaza de cumplir una grave pena de prisión después de haber sido agredido (
).

Además, en muchas ocasiones, la persona que  denuncia haber sido agredida, es objeto de una campaña pública de desprestigio por parte de los agentes denunciados y los responsables políticos de los mismos. 

En varias ocasiones, personas que han denunciado agresiones por parte de agentes policiales, han sufrido acoso y amenazas por parte de dichos agentes. Amenazas que han sido igualmente denunciados judicialmente (
).

Los procedimientos judiciales son muy lentos y las sentencias, cuando condenan a los responsables del trato recibido, llegan con varios años de retraso y con sanciones muy leves, por lo que, en la mayoría de los casos, no se cumplen. Las indemnizaciones que, en su caso, se señalan en las sentencias son escasas.

8.- Recomendación h): Al determinar el lugar de reclusión de los presos del País vasco se debería prestar la consideración debida al mantenimiento de las relaciones sociales entre los presos y sus familias, en interés de la familia y de la rehabilitación social del preso.

No se cumple esta recomendación. 

El 98% de los ciudadanos vascos presos bajo la acusación de delitos de ‘terrorismo’, se encuentran encarcelados en prisiones a muchos kilómetros de Euskadi.

Recientes manifestaciones, del 15 de setiembre de 2005, de la Directora General de Instituciones Penitenciarias, Mercedes Gallizo, han vuelto a negar la posibilidad de acercamiento a Euskadi de los presos vascos (
).

Además, el problema del alejamiento  no afecta sólo a las personas encarceladas por pertenencia a banda armada: fruto de la política "anti-terrorista" del Estado español, ninguna cárcel vasca cuenta con módulos de primer grado de cumplimiento penitenciario, lo cual implica que todo preso o presa a quien se le aplica el 1er grado, tiene también añadido el traslado fuera de las cárceles vascas, lo cual supone una doble pena, un castigo añadido para las familias y un ataque al derecho constitucional a la reinserción social (
). Similares situaciones se producen en las restantes comunidades autónomas, incluso en Catalunya donde, en determinados casos y pese a la transferencia a la Generalitat catalana de las competencia sobre prisiones, se traslada a reclusos catalanes a lugares lejanos de su entorne familiar y social.
9.- Recomendación i): Dado que por falta de tiempo el Relator Especial sobre la cuestión de la tortura no pudo incluir extensamente en sus investigaciones y constataciones las supuestas prácticas de tortura y malos tratos de extranjeros y gitanos, el Gobierno podría considerar la posibilidad de invitar al Relator Especial sobre las formas contemporáneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia a visitar el país.


No tenemos información acerca de que el Gobierno español hubiere invitado al Relator Especial sobre las formas contemporáneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia a visitar el Estado español.

Si se produjo, en septiembre de 2003, la visita de Dª Gabriela Rodríguez Pizarro, Special Rapporteur of the Commission on Human Rights on the human rights of migrants,   a varias ciudades del Estado español (Madrid, Barcelona, Cádiz, Tarifa, Algeciras, Ceuta, Melilla, Las Palmas de Gran Canaria y Fuerteventura). Sin embargo en su informe no realizó ninguna mención a la cuestión concreta de la tortura por componente racista o hacia inmigrantes, por no dedicar a esta cuestión la prioridad de su vista.
En cualquier caso si hay que destacar el alto número de agresiones policiales con motivación racista que se están produciendo en el Estado español -algunos con condenas, si bien muy leves para los agentes denunciados (
)-. Mención especial habría que hacer a los recientes sucesos ocurridos en las ciudades de Ceuta y Melilla, donde han sido numerosas las agresiones a ciudadanos inmigrantes por parte de agentes de las FSE´s, y donde han muerto varias personas tras actuaciones policiales.
10 .- Recomendación j): Se invita asimismo al Gobierno a que ratifique en fecha próxima el Protocolo Facultativo a la Convención contra la tortura y Otros tratos o penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, que no sólo contempla el establecimiento de un mecanismo internacional independiente sino también de mecanismos nacionales independientes para la prevención de la tortura en el plano interno. El Relator Especial considera que esos mecanismos internos independientes de control e inspección son una herramienta adicional importante para impedir y suprimir la tortura y los malos tratos, y pueden ejercer efectos beneficiosos en las personas privadas de libertad en todos los países, incluida España.

El Gobierno español firmó, en abril de 2005, el Protocolo Facultativo a la Convención contra la Tortura de las Naciones Unidas y se ha anunciado que, próximamente pero sin especificar fechas, se ratificará por el Parlamento (ver nota b). 

�  En concreto, la moción  insta al Gobierno a proceder en el plazo de 6 meses a las acciones oportunas con objeto de ratificar y aplicar de inmediato el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura, constituyendo de inmediato el Subcomité para la prevención de la tortura donde se integrarán las asociaciones defensoras de los derechos humanos, así como desarrollar una política integral para prevenir, reaccionar con firmeza y prontitud y proteger a la víctima frente a los tratos crueles, inhumanos o degradantes. �      No obstante, dichos principios programáticos deben ser objeto de desarrollo a fin de que implantar medidas realmente útiles en la prevención, reacción y protección. En concreto, proponemos: 


      1.- Ratificación del Protocolo y constitución del Subcomité durante el año 2005, en el que deben participar activamente asociaciones defensoras de derechos humanos y colectivos como el Consejo General de la Abogacía Española, a fin de velar por la transparencia y eficacia de este mecanismo. 


      2.- Supresión de detenciones incomunicadas y privaciones de libertad en aislamientos, al ser estos los espacios en que se producen con mayor habitualidad las torturas, y que de por sí, por "las condiciones materiales de reclusión y, en especial, la deprivación sensorial que sufren estos internos, estarían en contradicción con métodos de tratamiento penitenciario dirigidos a su readaptación y podrían considerarse un trato prohibido por el artículo 16 de la Convención" ( 11.d de las Conclusiones y Recomendaciones del Comité contra la Tortura de la ONU de 19 de noviembre de 2002). Entre tanto, se adopte esta decisión deben grabarse en vídeo dichos locales. 


      3.- Se considera que la reacción más ágil y efectiva de protección sería asimilar a la víctima de torturas privada de libertad con la persona detenida ilegalmente, toda vez que de algún modo el detenido sufre una situación ilegal. Siendo pues de aplicación las garantías previstas para el procedimiento del habeas corpus, así como otras adicionales, tales como la toma de declaración con asistencia letrada y reconocimiento médico inmediato, con intervención activa del Fiscal. La resolución judicial podrá determinar además de la puesta en libertad, y sustitución por otra medida o no, en los casos de que la agresión sufrida bajo la custodia del estado se consideré de importante entidad que haga excesivo el seguir cumpliendo una privación de libertad, el traslado de centro u otra modalidad de protección a la víctima. �      4.- Finalmente, los enfermos graves e incurables privados de libertad, deben ser objeto de inmediata excarcelación, sin tener en cuenta factores regimentales. Es inhumano y contrario a toda razón, que 31 internos hayan tenido que pasar sus últimos días y fallecer durante el último año en las prisiones por su enfermedad de VIH/SIDA.





�  Las declaraciones del Director General de la Guardia Civil, Carlos Gómez Arruche, a raíz de la muerte de Juan Martínez Galdeano en el cuartel de la Guardia Civil de Roquetas (Almería), el 28 de julio de 2005, es un prueba de ello:  Poco días después, el 3 de agosto, al ser preguntado por lo ocurrido, se limitó a contestar a la agencia Efe:  “Hay un asunto de un joven que le había dado un cabezazo al teniente, pero que no sepa no tiene nada contrario en su expediente personal y eso es lo que importa”





�  En abril de 2005, el alcalde de la ciudad tarraconense de Calafell manifestó su apoyo a un agente de Policía local que había sido denunciado por agresión a un joven el 27 de marzo.


    En agosto de 2005, el Ayuntamiento de Alicante respaldó a cuatro agentes de la policía Municipal denunciados por agresión a seis jóvenes. 





�  Es habitual que, después de presentarse una denuncia contra agentes policiales, los medios de comunicación hagan público los antecedentes policiales, nunca los penales, del denunciante. En algunas ocasiones, se indicará que la denuncia está motivada por la relación del denunciante con determinados grupos políticos o sociales, lo que restarían, en opinión de dichos medios, veracidad a la denuncia.


      Esta campaña de desprestigio no se limita a los denunciantes. En el caso de la muerte de Juan Martínez Galdeano, en Roquetas el 28 de julio de 2005, determinados medios publicaron que el abogado de la familia del fallecido había sido denunciado anteriormente por un delito contra la salud pública.





�  En abril de 2005, el alcalde de la localidad valenciana de Benifaió nombró jefe de la policía local a un agente que había sido condenado por agredir y lesionar a una persona.


     De la misma forma, en fechas recientes, el Gobierno español ha nombrado comisario provincial de Tenerife a un agente condenado por torturas en una comisaría de Madrid a Joseba Arregui, que murió a consecuencia de las torturas sufridas.


Igualmente, en junio de 2005, el Ayuntamiento de Alicante apoyó públicamente la solicitud efectuada por sindicatos policiales para el indulto de dos agentes de la Policía Local condenados por agresión a un ciudadano argelino





�  Entra las recomendaciones que el Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas efectuaba al Estado español, tras el 29º período de sesiones, celebrado del 11 al 22 de noviembre de 2002, se encontraba la siguiente: “d) Las severas condiciones de reclusión de los presos clasificados en el denominado Fichero de Internos de Especial Seguimiento. Según se ha informado al Comité, quienes se encuentran en el primer grado del régimen de control directo deben permanecer en sus celdas la mayor parte del día, en algunos casos pueden disfrutar de sólo dos horas de patio, están excluidos de actividades colectivas, deportivas y laborales y sujetos a medidas extremas de seguridad, En general, pareciere que las condiciones materiales de reclusión y, en especial, la de privación sensorial que sufren estos internos, estarían en contradicción con  métodos de tratamiento penitenciario dirigidos a su readaptación y  podrían considerarse un trato prohibido por el artículo 16 de la Convención.


	     Más allá de la incomunicación en comisaría y de la aplicación del régimen FIES, hay numerosas formas de aplicación encubierta de sistemas de Incomunicación/aislamiento prolongado deforma continua hasta durante varios años (incluso más de 10, en algunos casos) llegando a burlar la propia  legislación vigente que limita los aislamiento a 45 días, una situación en la que se encontrarían las aproximadamente 1.200 personas que se encuentran clasificadas  en 1er grado





� En el Boletín del Congresos de los Diputados del 12 de julio de 2005, se publicó el acuerdo por el que se encomiendo la realización de un Dictamen a la Comisión de Asuntos Exteriores, por el procedimiento de urgencia, y publicar en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, estableciendo plazo para presentar  propuestas, que tendrán la consideración de enmiendas a la totalidad o de enmiendas al articulado conforme al artículo 156 del Reglamento, por un período de ocho días hábiles, que finaliza el día 10 de septiembre de 2005.





� El Mundo, 7 de septiembre de 2005: El Ejecutivo prevé reducir el tiempo de incomunicación a los terroristas. � HYPERLINK "http://www.elmundo.es/diario/espana/1857092.html" �http://www.elmundo.es/diario/espana/1857092.html�


La Razón, 8 de septiembre de 2005: El Gobierno dice ahora que la reforma de la prisión provisional y la detención no afectará a los etarras. Cascada de reacciones al escrito del Gobierno que anunció una reforma para la prisión provisional, la incomunicación y la detención de imputados por terrorismo. La mayoría, en contra. El Gobierno admite un error de redacción. 


� HYPERLINK "http://www.larazon.es/noticias/noti_nac74668.htm" �http://www.larazon.es/noticias/noti_nac74668.htm�





�  Informe que presenta la Comisión Defensa de la Defensa de la Asociación Libre de Abogados de Madrid (A.L.A.) con relación a la "Respuesta del Gobierno español al Informe del Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes (C.P.T.)" sobre la visita a España llevada a cabo del 22 al 26 de julio de 2001





� Gara, 21 de septiembre de 2005: El forense declara que no vio motivos para investigar la denuncia de Anika Gil. El Juzgado de Instrucción número 42 de Madrid decidirá si prosigue con el sumario abierto por la denuncia de torturas presentada por Anika Gil, después de que ayer compareciera el forense responsable de su salud durante el periodo de incomunicación. El médico señaló que durante sus observaciones no apreció ningún motivo que le llevara a decretar la realización de pruebas complementarias. Gil denunció la aplicación de «la bolsa» y amenazas de violación. � HYPERLINK "http://www.gara.net/idatzia/20050921/art130858.php" �http://www.gara.net/idatzia/20050921/art130858.php�





�  Es el caso del informe forense emitido en el caso de de la muerte de Mohamed Ibrahim en la prisión de Sangonera (Murcia) el 3 de enero de 2001. El Ministerio Fiscal acusó a cinco funcionarios de la prisión por haber golpeado a Mohamed el 31 de diciembre de 2000, provocándole heridas que le causaron la muerte tres días después. Durante las sesiones del juicio con Tribunal Jurado celebradas en septiembre de 2005, el médico forense no ‘supo’ determinar si el golpe que causó la muerte de Mohamed fue intencionado o consecuencia de un accidente. Tras este informe, el Tribunal Jurado declaró ‘no culpables’ a los funcionarios acusados.





�  En junio de 2005, El juzgado de instrucción número 4 de Barcelona, que  investigaba la denuncia de un preso contra varios funcionarios de la cárcel Modelo de Barcelona por torturas, delito contra la integridad moral, lesiones, coacciones y amenazas cometidas el 29 de agosto de 2004, decretó el archivo de la causa ya que, según la dirección de la prisión la cinta de la cámara de seguridad que había grabado los incidentes en el patio de la cárcel fue borrada y no se pudo por tanto visionar en el juzgado.. 





� A modo de ejemplos: Iñaki Uria, denunció haber sido torturado durante su detención en febrero de 2003. Una vez aclarada la competencia para investigar esta denuncia. Hasta julio de 2005 no prestó declaración, para ratificarse en su denuncia, ante el Juzgado de Instrucción nº 1 de San Sebastián (Guipúzcoa).  La causa estuvo durante dos años pendiente de que varios juzgados (Juzgado nº 1 de San Sebastián, Audiencia Nacional y juzgado nº 17 de Madrid) se pusiesen de acuerdo sobre cual de ellos era el competente para su investigación. 





�  En julio de 2005, cinco años después de ocurrir los hechos, la Audiencia Provincial de Madrid condenó a un agente de Policía Local de Alcalá de Henares, a la pena de seis meses de prisión, por haber golpeado a dos ciudadanos el 16 de julio de 2000.





�  En julio de 2005, el Tribunal Supremo confirmó la sentencia de la audiencia Provincial de Cádiz, de junio de 20043, por la que se condena de dos agentes de Policía Local de la ciudad de La línea (Cádiz) a penas de tres años de prisión por agredir a un ciudadano en el año 2000. 


En julio de 2005, la Sala Segunda del Tribunal Supremo vio el recurso de casación contra la sentencia de la Audiencia Provincial de Girona (mayo de 2004), por la que se absolvió a catorce agentes de los Mossos d´Esquadra, que habían sido denunciados por torturas a  Driss Zraidi en 1998. Recientemente, el Tribunal Supremo ha desestimado el recurso presentado y confirmado la sentencia. 





�  Solamente en casos que han provocado una grave alarma social, el funcionarios inculpado puede llegar a ser trasladado de destino, no suspendido, como ha podido  verse en la Instrucción de las denuncias de 2 presas del CP Nanclares de la Oca contra el Subdirector de Seguridad de ese centro por coacciones sexuales: el funcionario ha sido trasladado a otra prisión (donde ejerce el mismo cargo y también hay módulo de mujeres), cuando lo más recomendable era  una suspensión cautelar hasta el esclarecimiento de los hechos por el Juzgado de Instrucción nº 3 de Vitoria/Gasteiz.  Para más información:  � HYPERLINK "http://www.nodo50.org/tortura/varios/NANCLARES-2005.pdf" ��http://www.nodo50.org/tortura/varios/NANCLARES-2005.pdf� 





�   En setiembre de este año 2005, se ha conocido que un agente de la policía municipal de Madrid, sigue patrullando por las calles de la capital pese a estar denunciado por una mujer de nacionalidad ecuatoriana de obligarla a hacerle una felación. Los hechos ocurrieron el miércoles 14 de julio de 2004. El juicio no ha sido señalado.





�    En abril de 2005, el Juzgado de lo Social nº 23 de Barcelona ordenaba la readmisión del ex jefe médico de la cárcel barcelonesa de Quatre Camins, tras haber sido despedido después de ser imputado por las torturas y malos tratos a más cuarenta presos en la madrugada del 30 de abril al 1 de mayo de 2004.





� El 2 de julio de 2004, la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 4ª, del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya, anuló el cese del médico de la prisión Modelo de Barcelona, que había sido acordado en enero  de 1999, después de que fuese condenado, en noviembre de 1998, por el Tribunal Supremo por un delito de homicidio por imprudencia profesional a la pena de un año de prisión y tres de inhabilitación absoluta para el ejercicio de la profesión médica tras la muerte de Rafael, cuando se encontraba preso en la cárcel Modelo de Barcelona el 24 de septiembre de 1995. La nulidad del cese se debió a errores formales en la resolución impugnada. 





� Con motivo de la comparecencia del Ministro del Interior, José Antonio Alonso,  ante el Congreso de los Diputados, el 11 de agosto de 2005, con motivo de la muerte de Juan Martínez Galdeano en el cuartel de la Guardia Civil de Roquetas, se conoció que dos denuncias que habían sido formuladas anteriormente contra el teniente del cuartel por torturas y malos tratos, ocurridas en julio de 2004 y febrero de 2005, habían sido archivadas después de que "Esas denuncias no llegaron a ser trasladadas a la cadena de mando de la Guardia Civil, es decir, se quedaron en el cuartel, y por lo tanto no pudieron ser investigadas y no se pudo tomar ninguna medida disciplinaria", según manifestó el Ministro. El Juzgado de Instrucción de Roquetas archivó ambas denuncias sin haber tomado declaración a los denunciantes.  





�  En junio de 2005, tres pesos de la cárcel gaditana de Puerto de Santa María I, retiraros las denuncias por tortura en enero de 1998 contra cuatro funcionarios de la prisión. El Fiscal que no acusaba a los funcionarios, una vez que los presos retiraron sus denuncias, rebajó la petición de pena para los presos agredidos de tres a un año de cárcel.





�  El 4 de mayo de 2005, un ciudadano de Algeciras (Cádiz) denunció una agresión por parte de tres agentes de policía local. Tras esta denuncia este ciudadano fue objeto de acoso por parte de los agentes denunciados.





�  El País, 16 de septiembre de 2005: Prisiones Rechaza reagrupar a los presos de ETA y ceder las competencias al País vasco.





�   A título de ejemplo, en el año 2004, el 50’2% de los presos guipuzcoanos se encontraban en cárceles situadas fuera de Euskadi.





�  El último caso conocido se refiere a la agresión a un ciudadano guineano el 20 de enero de 2005 en Barcelona, tras la que se ha condenado, el pasado mes de setiembre y en primera instancia, a un agente del Cuerpo Nacional de Policía al pago de una multa de 500 euros.
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